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JUSTAS CAUSAS PARA ROMPER EL CONTRATO DE TRABAJO – Modalidades para alegar la justa causa  / JUSTAS CAUSAS PARA ROMPER EL CONTRATO DE TRABAJO - Cualquier error en la calificación jurídica o en la invocación de los textos de respaldo no invalida la justa causa.
DESPIDO / JUSTA CAUSA - Entre el despido y el motivo que se aduzca para su justificación, debe existir relación de causalidad inmediata, presente y no pretérita.
DESPIDO SIN JUSTA CAUSA- Aspectos que deben probarse en el plano del proceso judicial.

DESPIDO – la empresa probó la justa causa.

Caso en el cual se logró demostrar la justa causa del despido por parte de la empresa demandada ya que el hecho de haberse presentado a trabajar el demandante bajo la influencia de drogas, encausó la conducta en los artículos 14, literales g y m); 67, literal h) y artículo 68 literal a) del reglamento interno de trabajo vigente, en concordancia con el artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, aparte a), numeral 6
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
SANTA MARTA

SALA LABORAL

(Magistrado Ponente: Augusto E. Torregroza Sánchez)

En Santa Marta, a los treinta y un (31) días  de enero de dos mil trece (2013), siendo las nueve de la mañana, fecha y hora señaladas por auto anterior, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el ORDINARIO LABORAL promovido, ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Santa Marta, por Joseph de Jesús Sarmiento Guerrero contra C.I. Prodeco S.A., se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión.

Acto seguido, se procede a dictar SENTENCIA.
ANTECEDENTES

Joseph de Jesús Sarmiento Guerrero demandó C.I. PRODECO S.A., para que se declare que entre las partes existió un contrato de trabajo, y que, como consecuencia, se le condene al reintegro a un cargo de iguales o mejores condiciones al que ostentaba en el momento de su salida, pago de salarios, prestaciones sociales, bonificaciones, dotación de trabajo y demás emolumentos salariales de ley extralegales que devengaba, dejados de percibir desde el momento de la separación del cargo, cancelación de las partidas correspondientes a las mesadas o aportes por concepto de aportes de salud y pensión, sanción legal por concepto de mora en la consignación de cesantías, indemnización por concepto de mora en el pago de intereses de cesantías; daños morales; subsidiariamente al reintegro, pretende indemnización por despido sin justa causa e indexación. 
Para fundamentar sus pretensiones, afirmó que laboró como Técnico de Mantenimiento de Locomotora en PRODECO S.A., de manera ininterrumpida desde el 9 de septiembre de 2008 y el 21 de mayo de 2009, mediante contrato de trabajo a término indefinido; que la labor del actor tuvo un total y excelente rendimiento; que durante el tiempo laborado recibía una remuneración mensual de $2.115.000.oo; que laborando vio interrumpida su comunicación por una locomotora de la empresa que hacía su llegada, resultando un accidente; que los días 9 y 11, sin indicar mes y año, recurre a tres laboratorios clínicos a fin de practicarse pruebas en sangre y orina; que el fin de dichos exámenes es el determinar si en ellas existían sustancias alucinógenas, narcóticas, sicodislepticas o farmacodependientes que dieron negativo; que el 12 de mayo de 2009 rinde descargos por los hechos acaecidos en el accidente de las dos locomotoras; y que, en misiva del 21 de mayo, sin decir año, el superintendente de mantenimiento pone en manifiesto únicamente como justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo “el uso de alcohol y drogas”.
C.I. PRODECO S.A. en su contestación sostuvo, básicamente, que es cierta la relación laboral con el demandante, el tipo de contrato de trabajo y los extremos del mismo; que es cierto la práctica de los exámenes para detectar alcohol o drogas, y que dicho procedimiento es serio y confiable y dio como resultado positivo, lo que es justa causa para dar por terminado el contrato; y que desconoce si las muestras entregadas por el trabajador a los exámenes realizados por su propia cuenta, corresponden a las suyas. 

Mediante sentencia de fecha 16 de abril de 2012, proferida por el Juzgado Laboral de Descongestión del  Circuito de Santa Marta, se desató el lazo jurídico de instancia. En su virtud, se absolvió a la demandada de las pretensiones de la demanda, y condenó en costas al demandante. 

Con respecto a la terminación del contrato concluyó que si el artículo 60 del C.S.T. prohíbe al trabajador presentarse al trabajo en estado de embriaguez o bajo la influencia de narcóticos o drogas enervantes, el empleador debe de alguna forma implementar los mecanismos para verificar la situación presentada; examinadas las pruebas documentales y testimoniales, sostuvo que es totalmente válido que la empresa establezca pruebas de alcohol o drogas en el Reglamento Interno de Trabajo sin que ello signifique violación a la intimidad o el libre desarrollo de la personalidad; y que el despido del trabajador sucedió con justa causa ya que se demostró que al momento de finalizar el vínculo laboral el actor había incumplido las obligaciones propias del cargo. 
Sobre la solicitud de reintegro, manifestó la a quo que ésta no prospera por cuanto no hay prueba alguna de que el demandante estuviera cobijado por alguno de los llamados fueros que hay en la legislación. La absolución por reintegro y la indemnización por despido injusto llevó al juez a absolver del pago de salarios, prestaciones sociales y bonificación. Respecto de la dotación de trabajo, manifestó que el actor no solicitó el experticio necesario para determinar los valores de las mismas. 
Respecto de los emolumentos salariales adquiridos mediante convención colectiva y bonificaciones, dijo que el actor no especificó a cuáles emolumentos se refería, y que, además, no se cuenta con el texto íntegro de la convención. También absuelve por concepto de los pagos a pensión y salud, en cuanto que el demandante fue despedido con justa causa y dichas contingencias en salud ya pasaron. 
Absuelve, igualmente, de la sanción por no consignación de las cesantías, en cuanto no hubo condena por pago de prestaciones sociales. 
Sobre los daños morales, señala la a quo que no se allegó prueba siquiera sumaria de dichos perjuicios. 
Contrariada con esa decisión, la parte demandante interpuso recurso de apelación. Arguye que la a quo da por cierto las razones que expresa el empleador en la carta de despido, y no lo coteja con los medios de defensa del trabajador en el acta de descargo, en la cual expone que el día siguiente se hizo los mismos análisis en tres laboratorios bacteriólogos en la ciudad, en el que desvirtúa algún consumo de droga y alcohol, acorde con lo expresado por medicina legal sobre los términos de realización de los mismos; sobre el interrogatorio de parte del representante legal de la demandada, dice que éste expone el procedimiento para que tenga validez la prueba, más no trae el nombre del laboratorio independiente donde corroboró la prueba artesanal hecha en la empresa, y se comprometió a enviarla al proceso, cosa que nunca hizo, por lo que no quedó demostrado el debido proceso, siendo que debió enviarse a los trabajadores a los laboratorios que ellos hubiesen considerado.

Respecto de los exámenes realizados por el trabajador en distintos laboratorios, dijo que no se tuvo en cuenta el principio de buena fe, que debe presumirse, por cuanto se mencionó que éstos no se realizaron dentro del proceso y no haber aportado el procedimiento en la toma de muestras, además, que la prueba no fue refutada por la parte contraria; que la suspicacia del a quo sólo fue aplicada respecto del demandante.
Aduce que sobre el testimonio del señor Alberto Bustamante, manifiesta que le hicieron dos veces la prueba pero en ningún momento se dice que fue porque en el primer examen pudo estar contaminada la vasija, lo que da para pensar que estos procedimientos están por fuera de las normas de higiene. 
Respecto a los daños morales, no se tuvo en cuenta lo dicho por los mismos testigos cuando manifiestan que el estado emocional del actor decayó por la pena moral que le agobia por las falsas imputaciones que le hizo Prodeco; que los daños morales se estiman de manera subjetiva por el juez sin que sea necesario ninguna demostración al respecto. 

Con el objeto de que se desate el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en los precisos términos que se dejaron expresados, y que fue concedido en el efecto suspensivo, la totalidad del expediente se encuentra en esta Corporación.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Conforme al criterio de la casación laboral, que no ha sido variado, cuando se pretenda por las vías judiciales algún derecho fundado en el despido injusto, al trabajador corresponde acreditar el despido y a cargo del patrono corre la carga de su justificación, la cual se traduce en la prueba del motivo o motivos invocados para la ruptura unilateral del vínculo de trabajo.

1.1. Por sabido se tiene que la manifestación de la voluntad patronal de poner fin a la atadura laboral no se encuentra revestida de formalidades ni esenciales ni accidentales.

Ello quiere decir que la voluntad patronal de acabar el nexo de trabajo puede expresarse por escrito o de manera verbal, e incluso inferirse de la conducta observada por el empleador.

1.2. El contrato de trabajo debe ejecutarse de buena fe. Significa ello que no sólo en su iniciación y desarrollo, sino también en su terminación, las partes deben comportarse con lealtad, con honestidad, con buenas maneras; el obrar de los contratantes debe estar alejado de intenciones torcidas, desprovisto de socarronería y distante de la chicana.

A la sombra del principio de la buena fe que debe presidir el proceder de los contratantes, la parte que decida poner fin a la ligazón laboral debe hacer saber a la otra los motivos de esa determinación.

Se busca con esta exigencia legal que la parte que desata el nudo de trabajo no pueda sorprender a la otra mediante la alegación de motivos extraños que no invocó o diferentes de los que alegó como justificativos del fenecimiento.

La jurisprudencia del trabajo ha señalado que la alegación de la justa causa puede asumir estas tres modalidades:

a) Citando exclusivamente la norma que la contempla sin indicar el hecho, aunque esta modalidad es riesgosa por la posibilidad que hay de que se incurra en un error jurídico por mala adecuación o por simple yerro en la cita.

b) Expresando escuetamente el hecho que la configura sin ninguna cualificación o innovación normativa, y

c) Manifestando el hecho pero calificándolo jurídicamente o mencionando las normas jurídicas que lo respalden como causal de terminación. Y para esta hipótesis es importante aclarar que cualquier error en la calificación jurídica o en la invocación de los textos de respaldo no invalida la justa causa.

Empero, ha advertido la casación laboral que la invocación de hechos concretos, determinados e inequívocos atiende los dictados de la buena fe contractual; permite a la otra parte preparar y ejercer con eficacia su defensa; y facilita la labor judicial en caso de controversia sobre la justicia o no de la terminación del contrato de trabajo.

1.3. Criterio reiterado y pacífico de la casación laboral ha sido el de que entre el despido y el motivo que se aduzca para su justificación, debe existir relación de causalidad inmediata, presente y no pretérita.

Expresado en otros términos: el despido, y en general, cualquier sanción, debe ser secuela inmediata de la falta cometida por el trabajador, o, por lo menos, impuesta con tanta oportunidad que no exista el menor resquicio de duda de que se está sancionando la falta que se achaca y no otra.

Se ha cuidado la casación laboral de explicar suficientemente que la inmediatez reclamada no equivale a simultaneidad ni puede conducir a una aplicación mecánica o automática de la sanción, si se para mientes en que puede suceder -y de hecho es normal que así ocurra- que los hechos constitutivos de la falta deban ser verificados a través de una previa investigación, o que, una vez comprobados, sea necesario un término prudencial para madurar la calificación y la imposición de la sanción.

1.4. Es bueno recordar que la terminación del contrato de trabajo basada en ciertos móviles, como los consagrados en los ordinales 9 y 15 del artículo 7, aparte A, del Decreto 2351 de 1965, reclama que el patrono avise al trabajador con una antelación de 15 días. El hecho de no darse esa noticia antelada conlleva a que la ruptura de la relación laboral se torne ilegal. 

Esta exigencia se predica de los contratos de trabajo celebrados por trabajadores particulares o privados, no por los trabajadores oficiales.

1.5. Síguese de lo hasta aquí dicho que, frente a una reclamación  judicial fincada en el despido sin justa causa, importa ver de precisar estos puntos:

a)  El despido del trabajador;   

b)  Cuáles fueron los motivos invocados por el empleador para el rompimiento unilateral del vínculo de trabajo;

c)  Si los motivos invocados encajan dentro de alguna o algunas de las causas consagradas por la ley como justificativas del despido;

d)  Si se cumplió con el preaviso de 15 días comunes, en los casos de los ordinales 9 a 15 del artículo 7, aparte A, del Decreto 2.351 de 1965, en el caso de los trabajadores particulares o privados;

e)  Si los motivos en que se finca el despido fueron  probados en el proceso; y

f) Si existe relación de causalidad entre el despido y la falta achacada al trabajador.  

2. No se ofrece a discusión que el contrato de trabajo terminó por decisión unilateral del empleador, es decir, se dio lo que en doctrina se conoce como despido.

A folios 22 y 23, reposa la carta de despido de fecha 21 de mayo de 2009, en la que dirigiéndose al actor, se expresó: “Nos referimos a sus descargos rendidos el día 12 de Mayo de 2009, relacionados con el grave incidente presentado por el choque de la locomotora 5108 contra la locomotora 5109, lo cual dio lugar que s ele efectuaran pruebas de alcohol y drogas, arrojando dichas pruebas un resultado positivo.

Sobre este particular, analizados en forma exhaustiva dichos descargos, la empresa manifiesta que no encuentra justificadas las razones por usted expuestas en la citada diligencia, ya que con su proceder usted quebrantó en forma grave tanto la política corporativa de Uso de Alcohol y Drogas de Prodeco como el reglamento interno de trabajo vigente.
Dado lo anterior, la empresa ha decidido dar por terminado su contrato de trabajo en forma unilateral y con justa causa, lo cual se hará efectivo a partir del 21 de mayo de 2009.

La empresa se apoya para tal decisión en lo establecido en su Política corporativa de Uso de Alcohol y Drogas, al igual que en los artículos 14, literales g y m); 67, literal h) y artículo 68 literal a) del reglamento interno de trabajo vigente, en concordancia con el artículo 7 del decreto 2351 de 1965, aparte a), numeral 6”.

De la misiva citada a espacio, se extrae que los motivos en que se basa el empleador demandado para dar por finalizada la relación laboral aquí debatida, gravitan en el hecho de haberse presentado a trabajar el demandante bajo la influencia de drogas, y específicamente encausó la conducta en los artículos 14, literales g y m); 67, literal h) y artículo 68 literal a) del reglamento interno de trabajo vigente, en concordancia con el artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, aparte a), numeral 6.
Corresponde al demandado demostrar la ocurrencia de los hechos que le endilga al demandante como motivos por los cuales se dio terminada la relación laboral.

El Manual de Políticas Corporativas de PRODECO, visto entre folios 60 y 69, aportado con la respuesta de la demanda, señala en el numeral 6 de dicho texto denominado Uso de Alcohol y Drogas, que “se aplicarán procedimientos que permitan controlar el trabajo bajo los efectos del alcohol o drogas, mediante la realización de pruebas aleatorias periódicas a los trabajadores que se encuentren dentro de las posiciones críticas y a cualquier trabajador de quien se sospeche estar bajo la influencia de alcohol o drogas o que se vea involucrado en cualquier daño accidente de equipos, máquinas o vehículos de la Empresa o dentro de sus instalaciones.” y dice “Cualquier incumplimiento de esta política por parte de los trabajadores y contratista se considerará falta grave, especialmente en los siguientes casos: 

· Ejecutar el trabajo en estado de embriaguez o bajo influencia de narcóticos o drogar enervantes (…).”

Asimismo, en el mismo manual se señala el procedimiento aplicable en cuanto al incumplimiento o violaciones políticas: “se dará aplicación a los procedimientos establecidos en el reglamento interno de trabajo y/o en la convención colectiva, si fuere el caso, de manera que el Empleado tenga la oportunidad de rendir sus descargos. Si como resultado de dicho procedimiento se determina que el Empleado ha incurrido en falta grave, se harán efectivas las medidas correspondientes, incluyendo la terminación de contrato laboral por justa causa sin lugar al pago de indemnización alguna de conformidad con lo establecido en la legislación laboral.”
De acuerdo a la documental que reposa en el plenario, la empresa demandada llevó a cabo el procedimiento ordinario que se señaló.
Al demandante se le practicaron exámenes de alcohol y drogas con ocasión de los hechos ocurridos el 8 de mayo de 2009, cuando colisionaron dos locomotoras, una de las cuales era operada por el ex trabajador demandante. 
Dichas pruebas fueron practicadas por el personal de salud ocupacional de la empresa demandada el 8 de mayo de 2009, previa autorización que el ex trabajador suscribió (fl. 94), en dos ocasiones.
De acuerdo con el resultado de los exámenes, se encontró que la prueba de alcohol en orina dio negativo, y la prueba de drogas en orina dio positivo (Marihuana). Estuvieron presentes el Jefe de Salud Ocupacional, el evaluador, el trabajador y un testigo, quienes firmaron el formato de resultado de la prueba. 
Se realizó audiencia de descargos el 13 de mayo de 2009, previa citación del ex trabajador (fl. 84). En el acta el demandante en el uso de la palabra manifestó sobre los resultados que “tomé la decisión ese mismo día salí hacerme las pruebas pero no encontramos a esa hora laboratorio abierto y al día siguiente me los hice en dos laboratorios y ayer también me hice otro. La prueba que me hicieron de orina. También me la hice en el laboratorio Olimpus, también salió negativo”.
Con el fin de demostrar lo anterior, el ex trabajador allegó los resultados de los exámenes sobre drogas en orina realizados en fechas 9 y 11 de mayo en tres laboratorios distintos (fl. 24-26), cuyos resultados dieron negativo.
Los anteriores documentos, si bien señalan como paciente al señor Joseph Sarmiento Guerrero, dejan duda respecto al verdadero origen de la muestra entregada. El hecho de no haber sido objetados por el demandado, no implica forzosamente que los mismos tengan aptitud de desvirtuar los exámenes practicados por el personal de la empresa.
Lo anterior, de ninguna manera va en contravía del principio de la buena fe, pues en este caso particular se trata de un asunto meramente probatorio, y los exámenes debatidos deben ser realizados bajo una estricta supervisión y responsabilidad, propio de los exámenes  efectuados por el propio empleador a través de su personal de salud ocupacional el día de la ocurrencia del accidente.  
Valga hacer énfasis en que C.I. PRODECO S.A. estuvo plenamente facultado para realizar a su trabajador este tipo de exámenes y no quebrantó el debido proceso, pues claramente su Manual de Políticas Corporativas así lo señala cuando algún trabajador se encuentre relacionado en accidentes dentro de la empresa, máxime está prohibido a los trabajadores presentarse a laborar bajo la influencia de drogas y alcohol según lo prevé la legislación laboral. Además, el actor dio su consentimiento para la toma de la muestra y el examen de la misma por parte del personal de salud ocupacional de la empresa, ese es indicio más que suficiente para determinar que medió su consentimiento.
Reposan en el plenario los resultados del Laboratorio Clínico de la Universidad Metropolitana, positivo para Cannabinoides en orina (fl. 96), paciente Joseph Sarmiento Guerrero, y médico Alberto Segura Puello. Lo anterior corrobora el procedimiento descrito por el representante legal en su interrogatorio de parte (fl. 192-194), se le realizaron al actor dos exámenes en la empresa y el tercero mediante un laboratorio externo, coincidiendo todos en la presencia de drogas en la muestra de orina. 
En estos términos, resulta claro que se logró demostrar la justa causa del despido por parte de la empresa demandada, lo que trae como consecuencia que tanto la pretensión principal de reintegro  y sus accesorias, como la subsidiaria de indemnización por despido sin justa causa, estén destinadas al fracaso.
Respecto de la reparación de los perjuicios morales solicitados por el recurrente, éstos no se encuentran demostrados, y mucho menos que el despido de que fue objeto el ex trabajador le produjo perjuicios morales; su obligación conforme a la carga de la prueba señalada en el artículo 177 del C. de P. Civil, era acreditar que efectivamente la terminación del contrato del que fue objeto le ocasionó los perjuicios invocados, prueba que permaneció ausente en el curso del juicio.
En sentencia del 11 de agosto de 2004 proferida por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, Rad. 23.024:
“(…) los perjuicios morales no se configuran por el hecho mismo del despido, a menos que dicho suceso este asociado a conductas que en verdad provocan un menoscabo en el patrimonio moral del trabajador, como ya se dijo sobre el particular en sentencia con radicación 22014 de mayo 12 de 2004 que al texto señala:

“... En relación con los perjuicios morales se ha de indicar que la Sala ha admitido que estos se pueden configurar en materia laboral con ocasión de la terminación de la relación contractual (sentencia de 12 de diciembre de 1996, rad. N° 8533), pero, se ha de resaltar, no por el despido mismo; ciertamente esta es una vicisitud contractual que no tiene la virtualidad de afectar el patrimonio moral del trabajador sino cuando el acto del despido esté asociado con conductas del empleador que generen un verdadero menoscabo del patrimonio moral del trabajador que debe ser indemnizado. Esto es, la configuración de los perjuicios morales no se deriva de la simple terminación del vínculo laboral, aún teniendo presente las consecuencias normales en el estado de ánimo del contratante, sino que debe estar ligada a circunstancias graves que causen un real daño de índole moral como lo sería la imputación injustificada de conductas delictivas, contrarias a la moral o la ética que afecten la honra o el buen nombre, etc...”
DECISIÓN

Por consiguiente, se confirmará el fallo impugnado. Sin costas en esta instancia.
En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

Primero. CONFÍRMASE la sentencia del dieciséis (16) de abril de dos mil doce (2012), dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Descongestión  de Santa Marta.

Segundo. Sin costas en esta instancia.
Notifíquese y cúmplase

Acta No. 003 de 28 de enero de 2013.

Notificación en estrados. No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.

AUGUSTO E. TORREGROZA SÁNCHEZ 

JOHNNESSY DEL CARMEN LARA MANJARRÉS      

ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO

� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, sentencia de 25 de octubre de 1994, Mag. Pon. Francisco Escobar Henríquez, Rad. 6847.   





